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TITULO IV. RÉGIMEN DE SANCIONES 

CAPÍTULO II.   PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 
 
 

Artículo 85.-  Procedimiento. 

1.- El procedimiento que se regula en los artículos siguientes será aplicable en 

las actuaciones que realice el Colegio Oficial de Médicos de Alava para la exigencia de 

las responsabilidades  en las que puedan incurrir los colegiados, sean personas físicas 

o Sociedades Profesionales.  

2.- La imposición de sanciones por faltas graves o muy graves requiere la 

tramitación del expediente en la forma expresada en los artículos siguientes. La 

imposición de sanciones por falta leve, sólo requiere previa audiencia del interesado 

por término de ocho días hábiles, sin perjuicio de que también puede llevarse a cabo 

mediante la tramitación señalada en el presente Título, si así se acordare. 

Artículo 86.- Concurrencia de sanciones e independencia de los procedimientos. 

1.-  No podrán sancionarse los hechos que hayan sido enjuiciados penalmente, 

en los casos en que se aprecie identidad de sujeto, hecho y fundamento. 

2.- Cuando se esté tramitando un proceso penal por los mismos hechos o por 

otros, cuya separación de los sancionables con arreglo a este Título sea racionalmente 

imposible, el procedimiento será suspendido en su tramitación. La reanudación del 

procedimiento disciplinario quedará demorada hasta que recaiga pronunciamiento 

firme de la autoridad judicial. 

3.-  Una vez iniciado el procedimiento, en cualquier momento del mismo en que 

el instructor aprecie que la presunta infracción pueda ser constitutiva de delito o falta 

penal, lo pondrá inmediatamente en conocimiento del órgano que hubiese ordenado la 

incoación del expediente, para que tal órgano decida sobre la comunicación de los 

hechos al Ministerio Fiscal y resuelva la suspensión del procedimiento hasta que 

recaiga pronunciamiento firme de la autoridad judicial. 



4.- Reanudada la tramitación del expediente disciplinario en cualquiera de los 

supuestos mencionados, la resolución que se dicte deberá respetar la apreciación de 

los hechos que contenga dicho pronunciamiento judicial. 

Artículo 87.- Medidas de carácter provisional. 

 1.- Si por resolución de la Junta Directiva se acuerda la incoación del 

procedimiento disciplinario, el mismo órgano podrá acordar como medida preventiva la 

suspensión provisional en el ejercicio de la profesión a los colegiados afectados que 

estuviesen sometidos a procesamiento o inculpación de un procedimiento penal, o el 

cese de la actividad de la Sociedad Profesional cuando alguno de sus  miembros  se 

encontrara en las situaciones descritas.  Tal decisión habrá de adoptarse mediante 

resolución motivada y previa audiencia del interesado, debiendo ser aprobada por 

acuerdo de las dos terceras partes de los componentes de la Junta Directiva. 

 2.- La resolución que acuerde la suspensión provisional en el ejercicio de la 

profesión  deberá ser notificada al colegiado afectado, y a la Sociedad Profesional de 

la que éste forme parte, en su caso, según lo establecido en el articulo siguiente, y 

será recurrible conforme a lo previsto en el Articulo l0l 

 Tal resolución habrá de adoptarse mediante resolución motivada y previa 

audiencia de los interesados, debiendo ser aprobada por acuerdo de las dos terceras 

partes de los componentes de la Junta Directiva. 

3.- La suspensión provisional podrá prolongarse mientras dure el 

procesamiento o la inculpación, sin que afecte al mantenimiento de la misma la 

situación de suspensión del procedimiento prevista en el artículo anterior. 

Artículo 88.- Tramitación del procedimiento, notificaciones y prórrogas de 
plazos. 

1.- Las notificaciones se practicarán por cualquier medio que permita tener 

constancia de la recepción por el interesado o su representante, así como de la fecha, 

la identidad y el contenido del acto notificado. 

 La acreditación de la notificación se incorporará al expediente. 

2.- Las notificaciones se practicarán en el domicilio que el colegiado tenga 

comunicado al Colegio y sin perjuicio de la responsabilidad que pudiera derivarse por 

no haber comunicado reglamentariamente su eventual traslado. De no encontrarse el 



interesado presente en el momento de la notificación, podrá hacerse cargo de la 

misma cualquier persona que se encuentre en el domicilio y haga constar su identidad. 

3.- Cuando el interesado o quien se encuentre en su domicilio rechazara la 

notificación, se hará constar en el expediente, especificándose la circunstancia del 

intento de la notificación y en tal caso se considerará evacuado el trámite de la 

notificación por su publicación durante quince días en el tablón de anuncios del 

Colegio. 

Si el órgano competente apreciase que la notificación por medio de publicación 

en el tablón de anuncios lesiona  derechos o intereses legítimos, se limitará a publicar 

una sucinta indicación del contenido del acto y del lugar donde los interesados podrán 

comparecer, en el plazo que se establezca, para conocimiento del acto.  

4.- Se aplicará supletoriamente en su caso, lo consignado en la Ley 30/1992 de 

Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común  y Normas que la desarrollan, respecto de las notificaciones. 

 

Artículo 89.- Derechos de los colegiados en el Procedimiento disciplinario. 

Los colegiados respecto de quienes se sigan procedimientos disciplinarios, 

tendrán los siguientes derechos: 

 1.- A la presunción de inocencia. 

 2.-  A ser notificado de los hechos que se le imputan, de las infracciones que 

tales hechos puedan constituir y de las sanciones que, en su caso, se le pudieran 

imponer, así como de la identidad del instructor, del órgano competente para imponer 

la sanción y de la norma que atribuya tal competencia. Tales notificaciones se 

efectuarán también a la Sociedad Profesional  cuando el inculpado fuere uno de sus 

miembros. 

3.- A abstenerse de declarar en el procedimiento seguido en su contra, formular 

alegaciones y utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento Jurídico 

que resulten procedentes. 

4.- A los demás derechos reconocidos por la Ley 30/1.992 de Régimen Jurídico 

de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y Normas 

que la desarrollan. 
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